I.  EXPEDIENTE D-8267       Sentencia C-393/11
M.P. María Victoria Calle Correa

1.   Normas acusadas

LEY 52 de 1975

(Diciembre 18)

Por la cual se reconocen los intereses anuales a las cesantías de los trabajadores particulares

[…]

LEY 91 DE 1989

(Diciembre 29)

Por la cual se crea el Fondo Nacional de Prestaciones sociales del Magisterio

ARTÍCULO 15. A partir de la vigencia de la presente ley, el personal docente nacional y nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 1º de enero de 1990 será regido por las siguientes disposiciones: 

1.  […]

2. Cesantías 

A. Para los docentes nacionalizados vinculados hasta el 31 de diciembre de 1989, el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio pagará un auxilio equivalente a un mes de salario por cada año de servicio o proporcionalmente por fracción de año laborado, sobre el último salario devengado, si no ha sido modificado en los últimos tres meses, o en caso contrario sobre el salario promedio del último año.

B. Para los docentes que se vinculen a partir del 1º de enero de 1990 y para los docentes nacionales vinculados con anterioridad a dicha fecha, pero sólo con respecto a las cesantías generadas a partir del 1o. de enero de 1990, el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio reconocerá y pagará un interés anual sobre saldo de estas cesantías existentes al 31 de diciembre de cada año, liquidadas anualmente y sin retroactividad, equivalente a la suma que resulte de aplicar la tasa de interés, que de acuerdo con certificación de la Superintendencia Bancaria, haya sido la comercial promedio de captación del sistema financiero durante el mismo período. Las cesantías del personal nacional docente, acumuladas hasta el 31 de diciembre de 1989, que pasan al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, continuarán sometidas a las normas generales vigentes para los empleados públicos del orden nacional.

2.
Decisión

Primero.- ESTARSE A LO RESUELTO en la Sentencia C-928 de 2006, que declaró EXEQUIBLE la expresión “equivalente a la suma que resulte de aplicar la tasa de interés, que de acuerdo con certificación de la Superintendencia Bancaria, haya sido la comercial promedio de captación del sistema financiero durante el mismo período” del literal B del numeral 3, del artículo 15 de la Ley 91 de 1989 “por la cual se crea el Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio, por el cargo analizado.

Segundo.- Declarar EXEQUIBLE, por el cargo analizado, la expresión “particulares” contenida en el título de la Ley 52 de 1975, “por la cual se reconocen intereses anuales a las cesantías de los trabajadores particulares”.

3.   Fundamentos de la decisión

En primer término, la Corte Constitucional encontró que respecto de la expresión acusada del literal B del numeral 3 del artículo 15 de la Ley 91 de 1989, existía cosa juzgada, toda vez que mediante sentencia C-928/06, ya se había examinado la misma norma frente a los derechos a la igualdad y trabajo, de manera que no había lugar a un nuevo pronunciamiento y sólo restaba estarse a lo resuelto en esa oportunidad. 

De otra parte, la Corte reiteró que el título de una ley puede ser objeto de control constitucional, a pesar de no configurar por sí mismo una norma con eficacia jurídica directa, cuando el legislador desconoce alguna de las funciones que la Carta y la jurisprudencia constitucional le han reconocido y en tanto hace parte del contenido de las leyes. De esta forma: a) entre el título y la ley debe existir  relación de correspondencia o conexidad; b) no debe contener alusiones discriminatorias prohibidas por el artículo 13 de la Carta; c) no puede sustituir el número y la descripción general del contenido de la ley que titula; d) no debe conceder reconocimientos, privilegios u honores a una persona específica, por ser una materia propia de las leyes de honores.

En el presente caso, la Corte consideró que la expresión particulares contenida en el título de la Ley 52 de 1975 no vulnera la Constitución. A su juicio, la diferencia de trato que el actor cuestiona, entre la forma en que se liquidan los intereses a la cesantías de los trabajadores particulares y los de los docentes que trabajan con el Estado, no surge ni puede surgir del aparte demandado del título de la ley, que se limita a dar una idea general de la materia objeto de regulación y de la cual no se desprenden prescripciones susceptibles de aplicación, sino del contenido mismo de la Ley 52 de 1975 “por la cual se reconocen intereses anuales a las cesantías de los trabajadores particulares” y de la Ley 91 de 1989 “por la cual se crea el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio”, normatividades que definen los sujetos a quienes se aplicarán, así como el respectivo sistema para la liquidación de la tasa de interés de las cesantías. 

Por otra parte, la Corte encontró que la expresión particulares contenida en el título de la Ley 52 de 1975, no desconoce las funciones que la jurisprudencia constitucional le ha reconocido a los títulos de las leyes dentro del ámbito de delimitar o circunscribir la materia tratada en el respectivo cuerpo normativo o de servir de criterio de interpretación para establecer el sentido de las disposiciones contenidas en la ley. Por consiguiente, la expresión demandada resulta ajustada a la Constitución, por el cargo examinado. 

